Boletín N°378-12-2.





Segundo informe de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente sobre el proyecto que dispone la restitución o indemnización por bienes confiscados y adquiridos por el Estado a través de los decretos leyes números 77, de 1973; 1.697, de 1977; 12 y 133, de 1973 y 2.346 de 1978.


_____________________________________________________


HONORABLE CÁMARA:





	Vuestra Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente pasa a informaros, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario sobre el proyecto del epígrafe, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	Durante el estudio y discusión de esta iniciativa legal, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de la Ministra de Bienes Nacionales, señora Adriana Delpiano, del Subsecretario, señor Sergio Vergara, y de los asesores de dicha cartera, señores Leonardo Moreno y René Cortínez.





	Además, asistió el Jefe de Gabinete del Subsecretario del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, don Juan Carlos Palma, el Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, don Manuel Bustos y el Tesorero de dicha organización, don Fanor Verdugo.


ANTECEDENTES





	Como se expresara en el primer informe, la idea matriz del proyecto era establecer normas en beneficio de partidos políticos y de personas jurídicas y naturales que fueron afectadas en su patrimonio por actos del gobierno militar, en virtud de los decretos leyes N°s 771, de 1973, y 1.6972, de 1977.





	También, comprendía a las organizaciones sindicales a las cuales se les habían confiscado sus bienes, fundamentalmente por aplicación de los decretos leyes N°s 123, de 1973, del Ministerio de Justicia; 1334, de 1973, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y 2.3465, de 1978, del Ministerio del Interior.





	Cabe tener presente, como cuestión previa, que la Cámara de Diputados, en su sesión 42, celebrada en 15 de enero de 1992, prestó su aprobación en general al proyecto, salvo a las normas que requerían quórum orgánico constitucional, que fueron rechazadas por no haberse reunido el quórum exigido por la Constitución Política de la República.





	La Corporación, con fecha 24 de agosto de 1992, acordó solicitar un informe a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, sobre la procedencia o improcedencia de que esta Comisión continuara con el estudio del proyecto, en su segundo trámite reglamentario.





	La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, al emitir un pronunciamiento sobre el particular, informó que no habría impedimento legal ni constitucional para que la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente siguiera conociendo del proyecto, con exclusión de las normas relativas a partidos políticos y de las que requerían de un quórum especial para su aprobación, así como de todas aquellas que sean consecuencia de las anteriores, por no haberse aprobado la idea de legislar a su respecto, al no reunirse el quórum constitucional requerido.





	Señaló, además, en forma complementaria, que las disposiciones que fueron rechazadas por no haberse reunido quórum constitucional para su aprobación, tampoco podrían ser reincorporadas por la vía de una indicación aditiva, durante el segundo trámite reglamentario, por cuanto con ello se vulneraría el artículo 63 de la Carta Fundamental y 30 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





	Con fecha 6 de diciembre de 1994, S.E. el Presidente de la República envió una indicación sustitutiva del proyecto con el fin de circunscribirlo a aquellas normas que fueron aprobadas en general por la Corporación.





	Posteriormente, el día 2 de mayo, el Ejecutivo procedió a sustituir el artículo 8°, contenido en esa indicación, en los términos que se indicarán en su oportunidad.





	Sin perjuicio de lo anterior, el proyecto fue objeto de diversas indicaciones parlamentarias, referidas todas ellas a las propuestas por S.E. el Presidente de la República.





ANÁLISIS DEL ARTICULADO





	El proyecto de ley que se somete a vuestra consideración consta de quince artículos permanentes y de dos transitorios, los que se analizarán siguiendo el orden del articulado.





	ARTÍCULO 1°


	Establece el derecho de las personas naturales y jurídicas, así como de las sucesoras de ambas, exceptuados los partidos políticos, que hayan sido privados del dominio de sus bienes por aplicación de los decretos leyes N°s 12, 77 y 133, de 1973; 1.697, de 1977, y 2.346, de 1978, o por acto facultativo de la autoridad, para solicitar su restitución o requerir el pago de una indemnización, de conformidad con las normas que establece.


	Los mismos derechos, podrán impetrar cuando la privación del dominio haya recaído sobre una concesión definitiva de estación de radiocomunicaciones, otorgada de acuerdo al decreto con fuerza de ley N° 4, de 1959, Ley General de Servicios Eléctricos.


	De la forma indicada, se pretende poner término, de modo definitivo, a la situación que se produjo como consecuencia de la aplicación de esos decretos leyes confiscatorios.  La situación de los partidos políticos, será abordada en otra iniciativa legal, según lo expresara la señora Ministra de Bienes Nacionales.





	Este artículo fue aprobado, en los mismos términos, por mayoría de votos.





	ARTÍCULO 2°


	Indica los requisitos que deberán cumplir las solicitudes, las cuales deberán ser presentadas ante el Ministerio de Bienes Nacionales.


	Se faculta a la autoridad pertinente, para solicitar cualquier otro antecedente o elemento que estime necesario para resolver la solicitud.


	La Dirección del Trabajo, a petición del Ministerio de Bienes Nacionales, deberá pronunciarse sobre la calidad de sucesora que impetre la organización sindical peticionaria.


	Se establece un procedimiento de reclamación para el caso que el Ministerio de Bienes Nacionales rechace la solicitud por falta de cumplimiento de los requisitos.


	Fue objeto de 2 indicaciones


	La primera, de los señores Silva y De la Maza, para sustituir en su letra c) la expresión "Determinación" por "Estimación".  Se estimó que era preferible reemplazarla, por que en muchos casos las personas, no podrían determinar el valor comercial de los bienes, pero sí podrían hacer una estimación de tales valores.


	Desde otro punto de vista se argumentó que el monto de la indemnización sería fijado por una Comisión y que por lo tanto la determinación que hiciera el solicitante sería a título meramente referencial, por lo que era preferible reemplazar tal vocablo.





	Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.





	La segunda, de los señores Acuña, De la Maza, Silva y Solios, para agregar en el inciso tercero, después del punto final, la siguiente frase: "Este pronunciamiento deberá formularse dentro del plazo de treinta días.". 


	Se estimó procedente establecer un plazo de treinta días a la Dirección del Trabajo, con el objeto de que se sirva emitir un pronunciamiento sobre la calidad de sucesora de la organización sindical solicitante.


	Puesto en votación el artículo 2°, con la segunda indicación, fue aprobado por unanimidad.





	ARTÍCULO 3°


	Señala que se considerará sucesora de una organización sindical afectada de conformidad al artículo 1° de esta ley a aquélla que, de acuerdo con sus estatutos y a la individualización de la antecesora, pueda estimarse plausible que lo es.


	Precisa que, en el caso de que dos o más organizaciones sindicales reclamen ser sucesoras de una misma entidad sindical, se estimará tal a aquélla que acredite contar, dentro de su organización, con el mayor numero de sindicatos, federaciones o confederaciones que hubieren estado afiliadas a la organización antecesora.


	En el caso de las organizaciones de base, tal carácter deberá acreditarse probando que en su organización se encuentran afiliados el mayor numero dentro de la respectiva categoría, de trabajadores de la empresa a que pertenecen.


	Este artículo fue aprobado por mayoría, con una indicación de los señores De la Maza y Silva, destinada a perfeccionar su redacción, para lo cual se eliminó la expresión "plausible".





	ARTÍCULO 4°


	Fija el plazo dentro del cual deberán presentarse las solicitudes, esto es, seis meses a contar de la entrada en vigencia de esta ley.  Transcurrido dicho plazo, no se admitirán nuevas solicitudes, ni podrán adicionarse las ya presentadas.


	Su inciso segundo señala el plazo dentro del cual deberán publicarse las solicitudes en el Diario Oficial.


	Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad, en los términos propuestos.





	ARTÍCULO 5°


	Se refiere al caso de que se presenten otros interesados dentro del plazo que señala, impetrando derechos sobre los bienes solicitados por los requirentes, en cuyo caso el Ministerio de Bienes Nacionales se abstendrá de continuar la tramitación de la solicitud y los oponentes deberán ocurrir a la justicia ordinaria.


	Fue aprobado por unanimidad con una indicación de los señores Acuña, Solis y Ulloa, ampliando el plazo para notificar a las partes de "60 días" a "90 días"





	ARTÍCULO 6°


	Dispone que será competente para conocer de las causas que se originen con ocasión de la aplicación de esta ley el juez de letras en lo civil, de acuerdo con las normas generales de competencia las que se sustancán conforme con el procedimiento del juicio sumario.


	Serán parte en el proceso el reclamante u oponente, el solicitante y el Ministerio de Bienes Nacionales, representado éste último por el Consejo de Defensa del Estado.





	Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad, en los términos propuestos.





	ARTÍCULO 7°


	Señala que, expirados los plazos señalados en el artículo 5°, sin que se hubiere interpuesto oposición o sin que el reclamante hubiere notificado judicialmente a las partes, el Ministro de Bienes Nacionales dictará una resolución pronunciándose sobre la solicitud, en la cual señalará si el peticionario tiene derecho sobre los bienes que reclama y, en caso afirmativo, si se le restituirá el bien o se lo indemnizará.


	La resolución se notificará al interesado por carta certificada, entendiéndose practicada al décimo día hábil siguiente a la expedición de la mencionada carta.


	Podrá reclamarse de la resolución de acuerdo con el procedimiento sumario, dentro de los veinte días siguientes a su notificación.


	Con el objeto de concordar este artículo con el 2°, los señores Acuña, De la Maza, Silva y Solis, formularon una indicación para agregar después de la expresión "artículo 5°" la siguiente frase "y del inciso tercero del artículo 2°".





	Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por unanimidad.





	ARTÍCULO 8°


	Prescribe que procederá el pago de una indemnización cuando los bienes a que se refiere el artículo 1° hubiesen sido enajenados por el Fisco o no fuere posible su devolución debido a su destrucción u otra circunstancia que impida jurídica o materialmente la restitución o cuando el Fisco decida mantener en su patrimonio alguno de los bienes reclamados, por encontrarse éstos destinados al uso de un órgano de la Administración del Estado y fueren esenciales para el cumplimiento de los fines propios de dicho órgano, calificación que se efectuará en la resolución a que se refiere el artículo 7°.


	Señala, además, que tanto para el caso de restitución como para el pago de una indemnización, no se considera el menoscabo patrimonial sufrido por las personas por la no tenencia de los bienes ni el deterioro habido en éstos, en el lapso comprendido entre la confiscación o traspaso por decreto y la fecha de restitución o de pago de la indemnización.  En todo caso, la restitución comprenderá las mejoras introducidas al bien.


	Este artículo fue objeto de un largo debate, en el cual se dieron diversos argumentos sobre lo que debía comprender el menoscabo, descartándose totalmente la indemnización por lucro cesante.


	La señora Ministra de Bienes Nacionales manifestó que no era un tema de fácil solución, por la complejidad que significaba determinar que se entendía por menoscabo.


	Consultada sobre la redacción del inciso primero en relación con el segundo, señaló que en el primer caso, este dice relación con la destrucción total de un bien, caso en el que procederá la indemnización, mientras que el segundo inciso alude a los bienes que han sufrido deterioro a consecuencia de su uso o del paso del tiempo, hechos que deben ser considerados, pero no indemnizados ni tomados en cuenta al momento de la restitución.


	Otro aspecto discutido fue la necesidad de determinar el justo valor al momento de indemnizar y para este efecto se estimó que dicha valoración debía ser fijada al momento de la privación, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor.


	Se discutió, además, la conveniencia de eliminar la facultad que tiene el Fisco para mantener en su patrimonio alguno de los bienes reclamados, posición que fue compartida por la Comisión.


	Finalmente, el Ejecutivo con fecha 2 de mayo, recogiendo los planteamientos hechos en la Comisión, envió una indicación sustitutiva del artículo 8°, la cual fue aprobada por unanimidad.





	ARTÍCULO 9°


	En el caso de que la resolución conceda la restitución de los bienes, deberá dictarse un decreto supremo fundado, expedido por el Ministerio de Bienes Nacionales y suscrito también por el Ministro del Interior.


	En el caso de organizaciones sindicales deberá, además, ser suscrito por el Ministro del Trabajo, el que dispondrá la fecha de entrega de !os bienes y fijara el plazo para ello.


	Cuando se trate de la restitución de bienes raíces, el interesado podrá, con el sólo mérito de copia autorizada del decreto supremo que lo disponga, requerir del Conservador de Bienes Raíces competente la cancelación de la inscripción de dominio del Fisco y la inscripción del inmueble a su nombre.


	Este artículo fue aprobado, por mayoría de votos, en los términos propuestos.





	ARTÍCULO 10


	Establece que cuando proceda el pago de una indemnización, el Ministerio de Bienes Nacionales pondrá los antecedentes necesarios a disposición de la Comisión para que esta determine su monto, en razón del valor comercial de los bienes singularizados en la respectiva resolución.


	Este artículo fue objeto de una indicación de los señores Navarro, Silva y señora Allende, doña Isabel para agregar la expresión "actualizado" entre las palabras “valor comercial" y "de los bienes singularizados en ella".


	En consideración a lo ya expresado con motivo de la discusión del artículo 8°, se aprobó el artículo con la indicación, por mayoría de votos.





	ARTÍCULO 11


	Establece la composición de la Comisión encargada de fijar el monto de las indemnizaciones, la cual se regirá por lo dispuesto en el artículo 4° del decreto ley N° 2.186, de 1978, Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones.


	El dictamen de la Comisión en que se determine el valor de la indemnización será notificado al solicitante y al Ministerio de Bienes Nacionales, mediante carta certificada.  La notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente al despacho de la carta.


	Fue aprobado por mayoría, con una indicación de la señora Allende, doña Isabel y de los señores Silva y De la Maza, que precisa que la notificación del dictamen de la Comisión que determine el valor de la indemnización se hará "personalmente" al solicitante y al Ministerio de Bienes Nacionales, mediante carta certificada.





	ARTÍCULO 12


	Determina que el Fisco o el solicitante tendrán un plazo de treinta días hábiles, a contar de la notificación, para reclamar del monto de la indemnización fijado por la Comisión, para lo cual hace aplicable en la especie las normas contenidas en los artículos 14 y 39 del decreto ley N° 2.186, de 1978, en lo que fuere procedente.





	Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad.





	ARTÍCULO 13


	Este artículo establece que, extinguido el plazo para Interponer reclamación, se procederá a dictar un decreto supremo suscrito por los Ministerios de Bienes Nacionales y de Hacienda, en el cual se individualizará al beneficiario, señalando la resolución que le reconoció su derecho y el dictamen que determinó el valor a pagar como indemnización, estableciendo, además, la forma, plazo y demás condiciones a que se sujetará el pago.


	Su inciso segundo indica que la indemnización se determinará en unidades tributarias mensuales y se pagará en tres cuotas anuales sucesivas, salvo el caso en que fuere inferior a doscientas unidades tributarias mensuales, caso en el cual se pagará en una sola cuota.


	Este artículo fue aprobado por unanimidad con una indicación de los señores Ulloa, Acuña, Vega, Solis, Reyes, De la Maza, Allende, doña Isabel; García Huidobro y Girardi, para eliminar la última frase de su inciso primero, "y establecerá la forma, plazo y demás condiciones a que se sujetara el pago." por considerarse que es redundante.





	ARTÍCULO 14


	Hace extensivo el mismo procedimiento establecido en el artículo anterior respecto de las situaciones contempladas en el Artículo 5°, en el inciso tercero del atticulo 7° y en el artículo 12, sirviendo la sentencia ejecutoriada, en cada caso, de fundamento para la dictación de la resolución o del decreto respectivo.





	Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad.





	ARTÍCULO 15


	Autoriza al Consejo de Defensa del Estado para acordar transacciones en los procesos que se encuentren en tramitación a la fecha de publicación de esta ley, en los cuales el Fisco actue como demandante o demandado.


	Su inciso segundo, establece que en las transacciones que acuerde el Consejo, se podrá proceder a la restitución de él o los bienes objetos del proceso, o al pago de una indemnización, la que será incompatible con la contemplada en este cuerpo legal.


	Los señores Ulloa, García-Huidobro, Vega, Solis, Allende, doña Isabel; De la Maza y Girardi presentaron una indicación para eliminar este artículo.





	La Comisión estimó innecesario mantener el artículo 15, toda vez que la facultad de transigir ya se encuentra contemplada en su ley orgánica6 , por lo cual acogió por unanimidad la indicación para suprimirlo.





	ARTÍCULOS TRANSITORIOS


	El artículo 1° indica que los decretos supremos que ordenen el pago de las indemnizaciones deberán indicar las fechas de pago y que, en ningún caso, podrán efectuarse antes del primero de enero siguiente al primer año de vigencia de esta ley.





	El artículo 2°, establece que el gasto que represente la aplicación de esta; ley en los años posteriores a 1995, se efectuará con cargo a los fondos que anualmente se contemplen en las correspondientes leyes de presupuestos.


	Puestos ambos artículos en votación, fueron aprobados por unanimidad.





_______________________





Menciones Reglamentarias


	Para los efectos previstos en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, esto es, respecto de las menciones que debe contener este informe, se hace constar lo siguiente:





1.- De los artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.





	No hay artículos que se encuentren en esta situación, por cuanto el Ejecutivo presento una indicación sustitutiva del proyecto en este segundo trámite reglamentario.


	En consecuencia y para los efectos previstos en el artículo 131 del Reglamento de la Corporación, hay que tener presente que no hay artículos que deban darse por aprobados reglamentariamente.





2.- Mención de los artículos calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado


	Los artículos 5°, 6°, 7°, y 12, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


	En conformidad con lo preceptuado en el inciso final del artículo 74 de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la indicación sustitutiva fue puesta en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, la que emitió un informe favorable.





3.- De los artículos nuevos introducidos


	Como se indicara al inicio de este informe, el Ejecutivo presentó una indicación que sustituye la totalidad del proyecto y posteriormente, otra que reemplaza el artículo 8° contenido en dicha indicación, por lo que cabe entender que todos los artículos que se proponen son nuevos y deben ser sometidos a discusión particular.





4.- De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda


	La Comisión ha estimado que la totalidad del proyecto debe ser conocido por esa Comisión.





5.- De las indicaciones rechazadas


	Se han rechazado las siguientes indicaciones:


	Al artículo 4°


	Del señor Ulloa, para eliminar en el inciso segundo del artículo 4°, la frase ", los días 1° y 15 del mes," reemplazando la coma (,) por un punto final (.).











	Al Artículo 9°


	De los señores Ulloa, Vega y Solis, para eliminar la última frase del inciso primero del artículo 9°.





	Al artículo 11


	Del señor Navarro, para agregar en el artículo 11, luego de "Comisión integrada por" la siguiente frase: "un representante del reclamante y”








TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN





	En mérito de las consideraciones expuestas y por las que dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión tiene a bien proponeros que prestéis aprobación al siguiente.








PROYECTO DE LEY:





	“Artículo 1 °.- Las personas naturales y las personas jurídicas, así como las sucesoras de ambas, exceptuados los partidos políticos, que hayan sido privados del dominio de sus bienes por aplicación de los decretos leyes N°s 12, 77 y 133, de 1973; 1.697, de 1977, y 2.346, de 1978, o por acto facultativo de la autoridad, tendrán derecho a solicitar su restitución o requerir el pago de una indemnización, de conformidad con las normas establecidas en esta ley.





	Igualmente, tendrán derecho a solicitar una indemnización, de conformidad a esta ley, las personas naturales y las personas jurídicas, y las sucesoras de ambas, con excepción de los partidos políticos, cuando la privación a que se refiere el inciso primero haya recaído sobre una concesión definitiva de estación de radiocomunicaciones otorgada de acuerdo al decreto con fuerza de ley N° 4, de 1959, ley General de Servicios Eléctricos.





	Artículo 2°.- Las solicitudes respectivas deberán presentarse ante el Ministerio de Bienes Nacionales y cumplir con los siguientes requisitos:


	a) Individualización del solicitante, y de su antecesor, cuando procediere;


	b) Individualización de los bienes que se reclamen, o sobre los cuales se pretenda indemnización, precisando el derecho que le asiste sobre ellos conforme al artículo anterior;


	c) Estimación del valor comercial que se atribuya a los bienes mencionados precedentemente, y


	d) Acompañar todos los documentos y demás elementos en que funda el peticionario su derecho.





	Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad respectiva podrá requerir al peticionario cualquier otro antecedente o elemento de convicción que estime necesario para resolver la solicitud.





	En el caso de solicitudes presentadas por organizaciones sindicales, el Ministerio de Bienes Nacionales requerirá el pronunciamiento de la Dirección del Trabajo, respecto de si la solicitante es la sucesora de aquélla indicada en su petición conforme lo prescrito en el artículo siguiente.  Este pronunciamiento deberá formularse dentro del plazo de treinta días.


	El Ministerio de Bienes Nacionales rechazará de plano las solicitudes que no cumplan con los requisitos señalados precedentemente.


	De la resolución respectiva podrá reclamarse de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 6° de esta ley.





	Artículo 3°.- Se considerará sucesora de una organización sindical afectada de conformidad al artículo 1° de esta ley a aquélla que, de acuerdo a sus estatutos y a la individualización de la antecesora, pueda estimarse que lo es.  En caso de que hubiere dos o más organizaciones sindicales que reclamaren ser sucesoras de una misma entidad sindical, se estimará tal a aquélla que acredite contar, dentro de su organización, con el mayor número de sindicatos, federaciones o confederaciones que hubieren estado afiliadas a la organización antecesora.  Si se tratare de organizaciones de base, tal carácter deberá acreditarse probando que en su organización se encuentra afiliado el mayor número, dentro de la respectiva categoría, de trabajadores de la empresa a que pertenecen.





	Artículo 4°.- Las solicitudes deberán presentarse dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.  Expirado dicho plazo, no se admitirán nuevas solicitudes, ni podrán adicionarse nuevos bienes a las ya presentadas.


	El interesado deberá publicar, por dos, veces un extracto de las mencionadas solicitudes, debidamente autenticado por el Ministerio de Bienes Nacionales, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su ingreso a la oficina de partes respectiva, en el Diario Oficial, los días 1° y 15 del mes, o en la edición inmediatamente siguiente, si el Diario no se publicare en los días indicados.  La primera de estas publicaciones podrá hacerse en cualquiera de los días señalados.





	Artículo 5°.- Si dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de publicación del último aviso a que se refiere el artículo precedente, se presentaren otros interesados alegando tener derecho sobre los bienes solicitados por los requirentes, el Ministerio de Bienes Nacionales se abstendrá de continuar la tramitación de la solicitud y el o los oponentes deberán ocurrir a la justicia ordinaria, y notificar a las partes dentro de noventa días hábiles siguientes a la presentación de la oposición.





	Artículo 6°.- Será competente para conocer de las causas originadas por aplicación de esta ley el juez de letras en lo civil, de acuerdo con las normas generales de competencia, las que se substanciarán conforme con el procedimiento del juicio sumario.


	En el juicio a que dé origen la oposición señalada en el artículo anterior, serán parte el reclamante u oponente, el solicitante y el Ministerio de Bienes Nacionales, representado por el Consejo de Defensa del Estado.





	Artículo 7°.- Expirados los plazos señalados en el artículo 5° y del inciso tercero del artículo 2°, sin que se hubiere interpuesto oposición o sin que el reclamante hubiere notificado judicialmente a las partes indicadas en el inciso segundo del artículo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales dictará una resolución pronunciándose sobre la solicitud.  En ella señalará si la persona natural o jurídica solicitante tiene derecho sobre los bienes que reclama en virtud de lo dispuesto en el artículo 1° y, en caso afirmativo, además, si se le restituirá el bien o se procederá a indemnizarla de acuerdo con lo prescrito en el artículo siguiente.


	Esta resolución se notificara al interesado por carta certificada notificación que se entenderá practicada al décimo día hábil siguiente a la expedición de la mencionada carta.


	De esta resolución se podrá reclamar de acuerdo con el procedimiento indicado en el artículo 6°, dentro de los veinte días siguientes a su notificación.





	Artículo 8°.- Procederá el pago de indemnización cuando los bienes a que se refiere el artículo 1° hubieren sido enajenados por el Fisco o no fuere posible su devolución debido a su destrucción u otra circunstancia que impida jurídica o materialmente la restitución.


	No se indemnizara el menoscabo patrimonial sufrido como consecuencia de la privación de los bienes, sino el valor que tenían los mismos a la fecha de tal privación, actualizado según el Índice de Precios al Consumidor.


	En caso de restitución de un bien raíz, ella incluirá las mejoras introducidas al bien y nada se deberá por el deterioro que él hubiere experimentado durante el periodo de privación.





	Artículo 9°.- Si la resolución mencionada en el artículo 7° concede la restitución de los bienes, deberá dictarse un decreto supremo fundado, el que dispondrá la entrega de los bienes y fijará el plazo para ello, expedido por el Ministerio de Bienes Nacionales y suscrito también, por el Ministro del Interior. En el caso de las organizaciones sindicales, lo será, además, por el Ministro del Trabajo y Previsión Social.


	Respecto de los bienes raíces cuya restitución se disponga, el interesado o cualquiera persona en su representación, podrá requerir del Conservador de Bienes Raíces competente la cancelación de la inscripción de dominio del Fisco y la inscripción del inmueble a su nombre, con el solo mérito de copia autorizada del decreto supremo respectivo.





	Artículo 10.- En el evento de que la resolución a que se refiere el artículo 7° determine el pago de una indemnización, el Ministerio de Bienes Nacionales pondrá los antecedentes necesarios a disposición de la comisión que se establece en el artículo siguiente, para que ésta determine su monto en razón del valor comercial actualizado de los bienes singularizados en ella.





	Artículo 11.- El monto de la indemnización será determinado por una comisión integrada por tres peritos elegidos por sorteo de la lista conformada de acuerdo con el artículo 4° del decreto ley N° 2.186, de 1978, ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones.  En todo lo demás, regirá en lo que fuere pertinente, la mencionada disposición, incluida la determinación y el pago de la remuneración de los peritos.


	El dictamen de la comisión, que determine el valor de la indemnización, se notificará personalmente al solicitante.  Al Ministerio de Bienes Nacionales, mediante carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente al despacho de la carta.





	Artículo 12.- El Fisco o el solicitante tendrán un plazo de treinta días hábiles, a contar de la notificación, para reclamar del monto de la indemnización fijado por la comisión, aplicándose en la especie las normas contenidas en los artículos 14 y 39 del decreto ley N° 2.186, de 1978, en lo que fuere procedente.





	Artículo 13.- Cumplido el plazo sin que se hubiere interpuesto reclamación, se procederá a la dictación de un decreto supremo, suscrito por los Ministros de Bienes Nacionales y de Hacienda, el cual individualizará al beneficiario, señalará la resolución que le reconoció su derecho, e indicará el dictamen que determinó el valor que se pagará como indemnización.


	El monto de la indemnización deberá expresarse en unidades tributarias mensuales y se pagará en tres cuotas anuales sucesivas, salvo que fuere inferior a doscientas unidades tributarias mensuales, caso en el cual se pagará en una sola cuota.





	Artículo 14.- El mismo procedimiento señalado precedentemente, se aplicará respecto de las situaciones contempladas en el artículo 5°, en el inciso tercero del artículo 7° y en el artículo 12, de esta ley, sirviendo la sentencia ejecutoriada, en cada caso, de fundamento para la dictación de la resolución o del decreto respectivo.





	ARTÍCULOS TRANSITORIOS


	Artículo 1° - Los decretos supremos que ordenen el pago de las indemnizaciones deberán indicar las fechas de pago, el que en ningún caso podrá efectuarse antes del 1° de enero siguiente al primer ano de la entrada en vigencia de esta ley.





	Artículo 2° .- EI gasto que represente la aplicación de esta ley en los posteriores a 1995 se efectuará con cargo a los fondos que anualmente se contemplen en las correspondientes leves de Presupuestos.".





-------------------





	Se designó Diputado Informante al señor lván De la Maza Maillet.





	Sala de Comisión, a 3 de mayo de 1995.














	Acordado en sesiones de fechas 7, 14 y 21 de marzo;18 de abril y 2 de mayo de 1995, con asistencia de los señores Acuña (Presidente), Allende, doña Isabel; Álvarez-Salamanca, Barrueto, De la Maza, Girardi, Luksic, Navarro, Prochelle, doña Marina; Reyes, Silva, Solis, Ulloa y Vega.


























		JACQUELINE PEILLARD


		Secretaria de Comisiones.





1 Decreto ley Nº 77, de 1973: Declara ilícitos y disueltos los partidos políticos que señala (Partidos Comunista, Socialista, Unión Socialista Popular, Movimiento de Acción Popular Unitario, Radical, Izquierda Cristiana, Acción Popular Independiente y todas aquellas entidades, agrupaciones, facciones o movimientos que sustenten la doctrina marxista o que por sus fines o por la conducta de sus adherentes sean sustancialemente coincidentes con los principios y objetivos de dicha doctrina).





2 Decreto ley Nº 1.697, de 1977: Declara disueltos los partidos políticos, entidades, agrupaciones, facciones o movimientos de carácter político no comprendidos en el decreto ley Nº 77, de 1973; modifica el Acta Constitucional Nº 3 y deroga el decreto ley Nº 78, de 1973 (Declaró en receso todos los partidos políticos y entidades, agrupaciones o movimientos políticos no comprendidos en el decreto ley Nº 77, de 1973)





3 Decreto ley Nº 12, de 1973 Cancela la personalidad jurídica de la Central Única de Trabajadores de Chile y prohíbe su existencia, organización o funcionamiento.





4 Decreto ley Nº 133, de 1973: Declara disuelta y nombra liquidador de los bienes de la Central Única de Trabajadores de Chile (CUT) y caduca el derecho que tenía ese organismo para exigir en su favor los descuentos que indica.





5 Decreto ley Nº 2.346, de 1978: Declara ilícitas, cancela la personalidad jurídica y traspasa al Estado los bienes de las asociaciones que indica. (Confederación Nacional Campesina e Indígena Ranquil, Confederación Nacional Unidad Obrero Campesina U.O.C., Federación Nacional de Sindicatos Metalúrgicos, FENSIMET, Sindicato Profesional de Obreros de la Construcción de Santiago, Federación Nacional Textil y del Vestuario, FENATEX, Federación Industrial de la Edificación Madera y Construcción F.I.EM.C. y Federación Industrial Nacional Minera, F.I.N.M.)





6 “El decreto ley Nº 2.573, de 1979, que condena la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado, señala en su artículo 3º, que éste “con el voto de las tres partes de sus miembros en ejercicio y en sesión especialmente convocada con tal objeto, podrá acordar transacciones en los procesos en que intervenga.”
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